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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 48
               Diciembre 11 de 2013

 


El término de prescripción de la acción de anulación de un negocio jurídico que haya sido consentido por la fuerza, debe contarse a partir de que esta situación haya cesado y no de la fecha del respectivo negocio

	I.  EXPEDIENTE D-9661    -   SENTENCIA  C-934/13  (Diciembre 11)
        M.P. Nilson Pinilla Pinilla 




1.
Norma acusada

CÓDIGO DE COMERCIO

ARTÍCULO 900. ANULABILIDAD. Será anulable el negocio jurídico celebrado por persona por relativamente incapaz y el que haya sido consentido por error, fuerza o dolo, conforme al Código Civil.  

Esta acción sólo podrá ejercitarse por la persona en cuyo favor se haya establecido o por sus herederos y, prescribirá en el término de dos años, contados a partir de la fecha del negocio jurídico respectivo. Cuando la nulidad provenga de una incapacidad legal, se contará el bienio desde el día en que ésta haya cesado. 

2.
Decisión 

Declarar EXEQUIBLE, por el cargo analizado, el artículo 900 del Decreto 410 de 1971, “Por el cual se expide el Código de Comercio”, en el entendido que el término de prescripción de dos años de la acción de anulabilidad del negocio jurídico que haya sido consentido por la fuerza, se cuenta a partir del día que esta hubiere cesado.

3.
Síntesis de los fundamentos

De acuerdo con los criterios que ha fijado la Corte en materia del principio de igualdad, la norma demandada revela un tratamiento diferenciado entre un negocio jurídico civil y uno comercial en relación con la prescripción de la acción de anulabilidad, existiendo la fuerza o violencia como vicio común, que configura una situación desigual contraria a la Constitución. En primer lugar, ambos asuntos tienen la misma fuente, esto es, el Código Civil, ya que la legislación mercantil remite este supuesto a las normas civiles. En segundo término, observó que la afectación de la voluntad a causa del señalado vicio, comporta una ruptura de la autonomía personal, independiente de que los intereses individuales confluyan en el tráfico civil o comercial o que la persona ejerza determinado oficio o profesión. Por último, el trato distinto que se da en materia de caducidad de la acción de anulabilidad del acto jurídico viciado por la fuerza produce un desequilibrio para acceder a la justicia en un área del derecho, sin que se encuentre una justificación constitucionalmente legítima. 

La Corporación señaló que, en efecto, la anulabilidad de un negocio jurídico mercantil por vicios del consentimiento como el error, la fuerza o el dolo, constituye una medida encaminada a garantizar la seguridad en las relaciones comerciales a partir del principio de buena fe, fin que se compagina con el plazo de prescripción  allí establecido que pretende otorgar la estabilidad y agilidad que son propias de esta clase de actividades concertadas. Así, para la Corte el mecanismo procesal y el medio temporal escogidos por el legislador, son idóneos, adecuados, legítimos y no prohibidos por la Constitución. 

Sin embargo, no ocurre lo mismo en relación con el computo de la prescripción “ a partir de la fecha del negocio jurídico”, por cuanto es un medio que se aparta de las finalidades de la anulación, en la medida en que de permanecer el vicio de la fuerza, alegado en este caso, la persona que lo padece ve cercenada la oportunidad de demandar por causa del vencimiento del término de prescripción que prevé el artículo 900 del Código de Comercio. A juicio de la Corte, este plazo es en exceso restrictivo y por tanto, no es el más idóneo ni benéfico para satisfacer la protección buscada, dado que existe otro alternativo que estando ligado por su naturaleza al tiempo de duración de la perturbación de la voluntad privada, resulta más coherente y garante de los derechos del afectado que protege la Carta Política. 

Al contrastar la norma acusada con el artículo 1750 del Código Civil, la Corte observó que bajo un mismo supuesto o hecho (uso de la fuerza o violencia), quien solicita la rescisión del negocio jurídico, para efectos de aplicar el plazo allí establecido, parte de una circunstancia más acorde con aquel vicio, referida al día que la violencia haya cesado, lo que determina una oportunidad mayor y más justa para el ejercicio del derecho de acceso a la administración de justicia. Se presenta entonces una diferencia de trato injustificada frente a la existencia del mismo supuesto de hecho, para una situación análoga.

En consecuencia, la Corporación procedió a declarar la exequibilidad condicionada del artículo 900 del Código de Comercio, de manera que interpretado de conformidad con el derecho y principio de igualdad, el término de prescripción de dos años de la acción de anulabilidad del negocio jurídico que haya sido consentido por la fuerza, se cuenta a partir de que esta hubiere cesado, equiparando así dos supuestos de hecho análogos que deben tener el mismo tratamiento, para garantizar el acceso a la administración de justicia en igualdad de condiciones. 

4.
Aclaración de voto

La magistrada María Victoria Calle Correa se reservó la posibilidad de presentar una aclaración de voto, sobre la forma en que se aplicó el test de igualdad de la medida contenida en el artículo 900 del Código de Comercio. 
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Presidente 
